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RESUMEN:

El trabajo aborda parte de la problemática del planeamiento urbano en América latina particularmente en Argentina. Mediante análisis críticos de los marcos legislativos vigentes en Brasil y Colombia, plantea un modelo de planificación urbana participativa para las ciudades argentinas de porte medio.

Si bien hace especial hincapié en las herramientas democráticas participativas del planeamiento brasileño y recomienda la incorporación de instrumentos colombianos de financiamiento urbano, el modelo no constituirá una importación directa, sino la adaptación más apropiada de esas filosofías. 

El modelo se construirá conjugando los intereses político-técnicos con los de la sociedad, respetando el medio ambiente y transparentando los impactos económicos de las nuevas disposiciones.

Siendo que la gran mayoría de los municipios argentinos se encuentra situado en la faja de 10.000 a 50.000 habitantes, el trabajo se desarrollará en cuatro unidades administrativas de la provincia de Santa Fe de ese rango.

El tratamiento de datos y la construcción de escenarios futuros alternativos se desarrollarán junto al personal técnico de los municipios, utilizando sistemas de información geográfica de uso libre, puesto que la planificación municipal participativa, articulada en el marco de un modelo de soporte de decisión, es la herramienta ideal para la mejora del financiamiento de pequeñas ciudades.

Entre los principales legados del presente proyecto se destacan el nuevo marco metodológico y el entrenamiento del personal de los municipios aliados.
A- Hipótesis 

El planeamiento urbano participativo es un modelo que puede ser desarrollado y aplicado con ventajas en las ciudades de la República Argentina.

B- Justificación

Después de décadas de dependencia de los modelos ortodoxos de planeamiento vertical definido por equipos técnicos y decisores políticos, los países de América Latina comienzan a explorar nuevos métodos e instrumentos de planificación de sus ciudades. La estructura de los planes, las herramientas innovadoras, el ajuste de las legislaciones y el creciente interés por la integración ciudadana, son algunas de las características comunes a todos ellos.

Argentina también ha comenzado a transitar esos caminos. Apuntando a un nuevo modelo económico de ordenamiento, se han implementado nuevas herramientas de ordenamiento territorial y ambiental pasmadas en sucesivas propuestas de planes a nivel nacional, provincial y municipal. 

El mejoramiento en el ordenamiento territorial del país es la base para un sistema económico más ordenado y provechoso. Para la consolidación del crecimiento económico y fortalecimiento del bienestar social, resulta oportuno que la nación y las provincias sienten las bases del modelo territorial y productivo al que se aspira para el futuro, planificándolo estratégicamente teniendo en cuenta las características del territorio, la distribución de la población y las necesidades económicas y sociales a satisfacer.

Para lograrlo resulta necesario implementar instrumentos, metodologías y crear un ámbito legislativo que permitan planificar el territorio mejorando la competitividad del país de acuerdo a las necesidades que impone el contexto mundial, conservando su identidad nacional y sentido de pertenencia, optimizando los recursos y aprovechando las ventajas y potencialidades de cada región, sin olvidar la participación de todos los estratos y grupos de la sociedad, para poder enriquecer y poder respuestas a las necesidades globales.

En el presente trabajo se plantea el estudio de algunos casos latinoamericanos. Tomando para empezar Brasil y Colombia, países con larga tradición en planeamiento territorial que han incorporado en su legislación puntos importantes de apoyo para el planeamiento participativo. 

A partir del análisis de la legislación en Argentina, se desarrollará un modelo de Planificación Urbana Participativa para los municipios intermedios de Argentina. 

El modelo pretende plantear soluciones para ciudades intermedias, considerándose en este rango a las aquellas de entre 10.000 y 50.000 habitantes. En primer lugar, el apelativo “intermedias” con el que se denomina a estas ciudades remite a su vocación en el territorio: se trata de ciudades que más allá de su tamaño se comportan como articuladoras del mismo, y que dependiendo de su emplazamiento, tienen la función de “intermediar” en las actividades y flujos desplegados en el territorio por otras ciudades o asentamientos rurales. 

Por otro lado, este rango se justifica ya que se consideran municipios todas aquellas ciudades de más de 10.000 habitantes y se entiende que en el territorio argentino este es un rango a partir del cual se concentran funciones urbanas de relativa complejidad. 

Podemos sumar a este análisis el hecho de que caracteriza a este país, la gran presencia de este tipo de ciudades esparcidas en el territorio argentino.

	Rango
	Nº de ciudades
	Cantidad de habitantes

	Mayor de 12.000.000
	1
	13.313.998

	Entre 2.000.000 y 500.000
	5
	4.658.361

	Entre 500.000 y 100.000
	22
	 5.179.080

	Entre 100.000 y 50.000
	31
	2.182.474

	Entre 50.000 y 10.000
	220
	4.521.797


C- Objetivos

El problema general de estudio es la perceptible desprotección que los municipios de medio porte (latinoamericanos en general y argentinos en particular) tienen para planificar a través de herramientas y líneas filosóficas apropiadas. Normalmente a merced de la importación de planes provenientes de municipios de diferentes dimensiones y estructuras, así como de funcionarios y asesores acostumbrados a trabajar de forma vertical y atomizada, los pequeños y medianos crecen sin rumbo claro, perjudicando al medio ambiente y comprometiendo su desarrollo social y económico armónico.

En ese contexto, el presente proyecto se propone, en términos generales, desarrollar un método alternativo, y busca contribuir con los gobiernos locales en la implementación de planes urbanos más eficientes, consensuados, que contemplen los temas sociales, económicos y ambientales. 

C.1.  Objetivo general
Proponer un modelo de planeamiento participativo para ciudades argentinas de porte medio, adaptando las herramientas e instrumentos de planificación existentes en América Latina al marco legislativo nacional.

C.2. Objetivos específicos
· Realizar un análisis crítico del planeamiento urbano en Argentina, sus métodos y legislación vigente.

· Realizar un análisis crítico del modelo de planeamiento participativo de Brasil, su método y legislación vigente.

· Realizar un análisis crítico de los modelos e instrumentos de financiamiento municipal de Brasil y Colombia.

· Tomando como base el caso de las ciudades elegidas como área de experimentación, estructurar un modelo de planeamiento participativo para municipios intermedios en el marco de un sistema de soporte a decisión geoespacial, en ambiente SIG.

D- Revisión de la legislación y de la bibliografía

D.1. Aspectos legales del planeamiento territorial en Colombia

En 1991 Colombia promulgó su nueva Constitución Política. A partir de este momento comenzaron a profundizarse en el país las reflexiones en torno al ordenamiento territorial -OT-  y el ordenamiento ambiental del territorio -OAT-, ambos desarrollados bajo una óptica de ordenamiento del territorio distinta a las tradicionales vigentes en ese país. 

Guiado por los organismos de planeamiento, el Estado ha dispuesto de gran cantidad de instrumentos jurídicos, legales y fiscales para favorecer ciertos sectores de la economía colombiana, dándole énfasis al desarrollo industrial y urbano, dejando un tanto olvidado el sector agrícola y ambiental. Entre las principales finalidades del OT y del OAT están las de armonizar la ocupación del espacio con los procesos de desarrollo y crecimiento económico. En este sentido, la política de ordenamiento lleva implícita la concepción de desarrollo económico y social.

El OT y el OAT pretenden no estar referidos únicamente al presente y ni al futuro inmediato, sino también al cumplimiento de los compromisos biológicos e históricos de las generaciones del futuro lejano. En el desarrollo de este compromiso el Ordenamiento Ambiental debe incluir la selección, el acondicionamiento y las reservas de las unidades territoriales y sus recursos, para el logro de un verdadero crecimiento social y económico basado en la sostenibilidad. 

Las normas constitucionales, legales y reglamentarias colombianas, además de ser un instrumento más para lograr el cumplimiento y realización eficaz de las políticas de OT, OAT y de planeamiento del desarrollo, establecen un marco de referencia para orientar las acciones gubernamentales y particulares, bajo los principios establecidos por la Constitución de coordinación, concurrencia y subsidiariedad.

El proceso de ordenamiento se encuentra estrechamente relacionado con el de autonomía y la descentralización administrativa (Art. 1 de la CN). La descentralización consiste en otorgar de autonomía administrativa, política y fiscal a las entidades territoriales para que bajo el control y tutela de las autoridades centrales, se atiendan las tareas relacionadas con la satisfacción de necesidades de orden local.

La CN y la Ley Orgánica del Plan de desarrollo se establecen los lineamientos básicos para la formulación, ejecución y evaluación de los planes territoriales de desarrollo, donde se destaca el carácter participativo mediante el cual se involucran los diferentes sectores de la sociedad, quienes aportan lo concerniente a los planes sectoriales, programas, proyectos y planes de inversión respectivos.

Como política del Estado, el OT y el OAT, tienen entonces un marco jurídico que se apoya sobre la propia CN, en donde se da relevancia como instrumento para el planeamiento del desarrollo, la ocupación y la administración del territorio desde una perspectiva múltiple

En cuanto a las competencias de las entidades territoriales municipales, la Ley de Desarrollo Territorial No. 388 de 1997 , señala los contenidos y procedimientos para la formulación y ejecución de los planes de OT municipal, los componentes, las normas urbanísticas, la clasificación del suelo, la acción urbanística y los instrumentos de gestión urbana. Tiene como finalidad principal armonizar y actualizar las disposiciones contenidas en la Ley de Reforma Urbana No. 9 de 1989 con las nuevas normas establecidas en la Constitución Política, la Ley 152 de 1994, la Ley Orgánica de Áreas Metropolitanas y la Ley No. 99 de 1993. 

D.2. Aspectos legales del planeamiento territorial en Brasil 

En Brasil el ordenamiento territorial es abordado ya desde la Constitución de la República Federativa. En la carta magna se dedican varios artículos dentro del Capítulo II - “De la Política Urbanística”. 

La intensa y rápida urbanización por la que pasó la sociedad brasileña fue seguramente uno de los principales procesos socio-territoriales experimentados en la historia de este país. Mientras que en 1960 la población urbana representaba el 44,7% de la población total (contra un 55,3% de población rural), diez años más tarde esa relación se había invertido, presentando 55,9% de población urbana y 44,1% de población rural. En el año 2000, el 81,2% de la población brasileña vivía en las ciudades, es decir que en 40 años, las ciudades recibieron a más de 100 millones de nuevos habitantes. En el Brasil actual (datos del Censo 2000) hay más de 5500 municipios, siendo que en las 500 ciudades de más de 50.000 habitantes viven casi las tres cuartas partes de toda la población del país.

Esa urbanización vertiginosa ocurrió durante períodos de altibajos en el desempeño de la economía brasileña, e introdujo en el territorio de las ciudades un nuevo y dramático paisaje que reflejaba las injusticias y desigualdades de la sociedad. Estas se manifiestan con mayor intensidad en las ciudades medianas y grandes del país bajo diversas formas: inmensas diferencias entre las áreas centrales y la periferia de las regiones metropolitanas, ocupación precaria del manglar o del morro, en contraposición con la alta calidad de los barrios costeros en las ciudades al borde del mar, en la eterna línea de división que separa las planicies urbanizables de las regiones de elevada pendiente y riesgo de erosión, en donde se ubican los más pobres.

Ante esta situación, y durante el proceso de consolidación de la Constitución de 1988, un movimiento multisectorial de alcance nacional luchó para que se incluyera en el texto constitucional los instrumentos que llevaran a la implementación de la función social de la ciudad y de la propiedad en el proceso de construcción de las ciudades. En 1987, se constituyó una articulación de actores sociales involucrados en las cuestiones para formular una Enmienda Popular de Reforma Urbana que se presentó en el Congreso Constituyente.

Como resultado de esta acción, y por primera vez en la historia, la Constitución incluyó un capítulo específico para la política urbana, el cual preveía una serie de instrumentos para garantizar, en el ámbito de cada municipio, los derechos inherentes a la ciudad, la defensa de la función social de la ciudad y de la propiedad, y la democratización de la gestión urbana. En ellos se aclara que la política de desarrollo urbanístico será ejecutada por el Poder Público Municipal, y que tiene por objeto ordenar el desarrollo de las funciones sociales de la ciudad y garantizar el bienestar de sus habitantes.

También se obliga a las ciudades con más de 20.000 habitantes a redactar su plan director, como instrumento básico de la política de desarrollo y de expansión urbana. También se previó todo lo relacionado con las expropiaciones de inmuebles urbanos, permitidas bajo previa y justa indemnización en dinero, como también la permisión al poder público municipal de exigir a los propietarios de suelo urbano no edificado, infrautilizado o no utilizado, que promuevan su adecuado aprovechamiento.

La implementación de esta nueva legislación, pretende incidir sobre el modelo de desarrollo urbano vigente en el país, una urbanización marcada por el desequilibrio socio-ambiental.

El 10 de julio de 2001 se promulgó un nuevo marco regulador nacional para la política urbana: la Ley No. 10.257 denominada “Estatuto de la Ciudad”, reglamentando el capítulo de política urbana que había sido introducido en la Constitución de 1988. El estatuto brinda soporte jurídico, instrumental y conceptual a los gobiernos municipales abocados al enfrentamiento de las graves cuestiones urbanas, sociales y ambientales que afectan la vida de brasileños que viven en las ciudades. 

Las dimensiones fundamentales de la ley nacional del 2001 son: consolidar un nuevo marco conceptual jurídico político para el derecho urbanístico, aportando elementos para la interpretación del principio constitucional de la función social de la ciudad y de la propiedad urbana; reglamentar y crear nuevos instrumentos para la construcción de un nuevo orden urbano por parte de las municipalidades; sugerir procesos para la gestión democrática de las ciudades e identifica estrategias e instrumentos de regularización de asentamientos informales en áreas públicas y privadas.

En términos conceptuales, el Estatuto de la Ciudad rompió la larga tradición del derecho civil brasileño, sentando las bases para un nuevo paradigma jurídico político para el uso del suelo y el control del desarrollo urbano, especialmente al adoptar el principio  según el cual el derecho a la propiedad se encuentra sujeto a su función social, la que se define a través de legislación municipal.

El Estatuto pone a disposición de los gobiernos locales una serie de instrumentos para determinar la medida del equilibrio entre los intereses individuales y los colectivos. Estos instrumentos pueden utilizarse de manera aislada o combinada, a partir de las definiciones del “proyecto de ciudad” contenidas en el plan maestro de cada uno de los municipios.

Como consecuencia de este nuevo marco surgieron en el país nuevos modelos, como el denominado Plan Director Participativo.  Instrumento básico para orientar las políticas de desenvolvimiento y de ordenamiento de expansión urbana de los municipios, su estructuración 
hace especial hincapié en la importancia de la participación ciudadana para poder intervenir la realidad de los diferentes municipios. Hacer un planeamiento territorial es definir el mejor modo de ocupación del suelo de un municipio o región, prever los puntos en donde se localizarán las actividades, y todos los usos de espacio, presentes y futuros.

El objetivo fundamental de este instrumento es establecer como una propiedad cumplirá su función social, garantizando el acceso al suelo urbanizado y regularizado, reconociendo a todos los ciudadanos con derecho a una vivienda y acceso a servicios urbanos. En esta perspectiva, un plan director deja de ser un instrumento de control del uso de suelo para tornarse un medio que permite un desenvolvimiento sustentable de las ciudades. Así, el plan director sirve para: indicar los objetivos a alcanzar, explicitar las estrategias e instrumentos para alcanzar los objetivos y ofrecer todos los instrumentos necesarios para que estos objetivos sean cumplidos. También debe articular otros procesos de planeamiento ya implementados en el Municipio o región, como ser planes de Gestión de Cuencas Hidrográficas, planes de preservación del patrimonio cultural, entre otros.

Para la construcción del plan director, se propone la participación efectiva de todos los ciudadanos y entidades profesionales de asistencia técnica, especialmente en municipios en donde haya programas públicos y convocarlos para el trabajo participativo de elaborar el Plan.

Se plantean luego distintas etapas de trabajo. En una primera instancia se proponen las “lecturas técnicas y comunitarias”, en donde se entiende e identifica la situación del Municipio (de su área urbana, rural, sus problemas, conflictos y potencialidades), su dinámica inmobiliaria, el relevamiento de la legislación referida a lo urbano, usos de suelo, etc, se estudian proyectos existentes, y finalmente se confrontan las lecturas técnicas y comunitarias para identificar informaciones y referencias convergentes y divergentes. Esto después es sintetizado en textos y mapas, identificando las principales tendencias, problemas, conflictos y potencialidades del municipio. Los mapas deben ser accesibles a todos.
En una segunda etapa se plantea el “formular y pactar propuestas”, definiendo temas prioritarios y sus estrategias e instrumentos más adecuados para ser llevados a cabo, siempre pensados en modo estratégico dentro del plan de la ciudad.
Luego, “Definir los instrumentos” más convenientes para llevar a cabo las propuestas. El estatuto de las Ciudades ofrece más de 30 instrumentos para que el municipio tenga un control más efectivo sobre su territorio.
Por último, el “Sistema de gestión y planeamiento del municipio” donde se define como el plan será implementado y monitoreado.


D.3. Aspectos legales del planeamiento territorial en Argentina

Dentro de la Constitución Nacional Argentina no se encuentra ningún capítulo dedicado específicamente al ordenamiento territorial. De todas maneras, existen artículos que denotan que el mismo es de carácter provincial, o bien municipal.

Queda claro que dentro de la organización federal, cada provincia dictará para sí una Constitución bajo el sistema representativo republicano, de acuerdo con los principios, declaraciones y garantías de la Constitución Nacional; que además asegure administración de la justicia, su régimen municipal y la educación primaria. Bajo de estas condiciones, el gobierno federal, garante a cada provincia el goce y ejercicio de sus instituciones.
 

Las provincias conservan todo el poder no delegado por la Constitución Nacional al gobierno federal, y el que expresamente se hayan reservado por pactos especiales al tiempo de su incorporación.

Se puede también ver que está dentro del poder provincial la posibilidad de crear regiones para el desarrollo económico-social y establecer órganos con facultades para el cumplimiento de sus fines, en tanto no sean incompatibles con la política exterior de la Nación y con conocimiento del Congreso Nacional. 

Las provincias pueden celebrar tratados parciales para fines de administración de justicia, de intereses económicos y trabajos de utilidad común, con conocimiento del Congreso Federal; y promover su industria, la inmigración, la construcción de ferrocarriles y canales navegables, la colonización de tierras de propiedad provincial, la introducción y establecimiento de nuevas industrias, la importación de capitales extranjeros y la exploración de sus ríos, por leyes protectoras de estos fines, y con recursos propios.

Con respecto a la participación ciudadana, solo se explicita el derecho de iniciativa de presentar ciertos tipos de proyectos de ley en la Cámara de Diputados por parte de los ciudadanos. Del mismo modo el Congreso (con iniciativa de la Cámara de Diputados) o el Presidente de la Nación, podrán convocar a consulta popular no vinculante, con el voto no obligatorio.

Es importante destacar el Art. 41 que cita; “Todos los habitantes gozan del derecho a un ambiente sano, equilibrado, apto para el desarrollo humano y para que las actividades productivas satisfagan las necesidades presentes sin comprometer las de las generaciones futuras; y tienen el deber de preservarlo. El daño ambiental generará prioritariamente la obligación de recomponer, según lo establezca la ley. Las autoridades proveerán la protección de este 
derecho,  la utilización racional de los recursos naturales, la preservación del patrimonio natural y cultural, la diversidad biológica y la información y educación ambientales. Corresponde a la Nación dictar las normas que contengan los presupuestos mínimos de protección, y a las provincias, las necesarias para complementarlas, sin que aquellas alteren las jurisdicciones locales.” 

Del texto se puede entender que hay un interés especial por la preservación del patrimonio natural y cultural, dejándose este tema en manos de las jurisdicciones locales, bajo las normas impuestas por la Nación, en relación a los presupuestos mínimos de protección.  

D.3.1 Marco Jurídico de la Provincia de Santa Fe

En la Constitución Provincial de Santa Fe se prevé que todo núcleo de población que constituya una comunidad con vida propia gobierna por sí mismo sus intereses locales bajo las disposiciones de la Constitución Provincial y de las leyes que se sancionen.

Asimismo, las poblaciones que tengan más de diez mil habitantes se organizan como municipios por ley que la Legislatura dicte en cada caso, y las que no reúnan tal condición como comunas. La ley fija la jurisdicción territorial de municipios y comunas y resuelve los casos de fusión o segregación que se susciten.
 

D.3.2 El marco jurídico municipal

Según la Ley Orgánica Municipal, las Municipalidades se dividirán en dos categorías: será de primera categoría las municipalidades que tengan más de doscientos mil habitantes y de segunda categoría aquellas que tengan entre diez mil un habitantes y doscientos mil.
 

Las municipalidades son independientes de todo otro poder en el ejercicio de las funciones que le son propias, forman sus rentas, pudiendo establecer impuestos, tasas, derechos o contribuciones, sobre los ramos y materias que se determinen, administran libremente sus bienes y sus miembros solo responden ante los magistrados del Poder Judicial en los casos de malversación, extralimitación de sus atribuciones y demás actos reputados culpables.

Es importante remarcar que esta ley propone que dentro de los dos años de su vigencia, las municipalidades confeccionarán su respectivo expediente urbano y plan regulador, conteniendo las previsiones necesarias de su organización y el desarrollo futuro de la ciudad.

En el Art. 39 se enumeran las atribuciones y deberes de los Consejos Municipales, entre ellas es importante destacar que, corresponde a los Consejos Municipales:

- Ordenar las obras públicas, 

- Intervenir en la construcción de edificios destinados a reuniones públicas, 

- Reglamentar la construcción de edificios particulares, 
- Dictar ordenanzas sobre pavimentación, repavimentación o cambio de cubiertas de calles dentro de los límites del municipio. 
En lo relativo a seguridad dispone:
-  Dictar medidas de prevención que eviten las inundaciones, incendios o derrumbes. 
- Establecer tarifas para automóviles, carruajes, tranvías, ómnibus, carros, camiones y demás vehículos que atiendan al servicio público de transportes de personas o mercaderías, pudiendo también fijar los recorridos y sitios de estacionamientos.
-  Crear el registro de vecindad, el cual será completado con la información relativa al comercio, industria, población y datos de la propiedad inmobiliaria. 
En materia de circulación y tránsito: 
- Reglamentar normas para el tránsito 

- Autorizar el funcionamiento de nuevas líneas de tranvías, ómnibus y colectivos 
En cuanto al orden social le atañe:

- Fomentar la vivienda popular.
- La higiene general del municipio

- La desinfección del aire, de las aguas y de las habitaciones.
- Lo referente a los establecimientos clasificados de insalubres, peligrosos o incómodos, pudiendo ordenar su traslado a zonas no pobladas y disponer su clausura si se tornasen incompatibles.
- Organizar la dirección autárquica municipal de parques, balnearios, paseos populares y turismo, dando en ella representación a las principales instituciones del municipio, capaces de una eficaz colaboración, dictando la ordenanza que reglamentará su constitución y desenvolvimiento, debiendo contemplar la necesaria cooperación económica, nacional y provincial para el total cumplimiento de las leyes provinciales sobre parques y paseos. 


d.3.3Planeamiento y ordenamiento territorial en Argentina
Si bien Argentina no cuenta con una ley nacional referida al ordenamiento territorial, se puede remarcar la existencia de instrumentos que, paulatinamente, regulan la implementación del planeamiento a nivel nacional, provincial y municipal.

En el 2008 se creó el Consejo Federal de Planificación Federal, Inversión Pública y Servicios, constituido, por una parte, por el Ministerio de Planificación Federal, Inversión Pública y Servicios y, por la otra, los gobernadores representantes de las la Provincias de la Nación. Estos actores, junto a los equipos técnicos del gobierno nacional, coordinaron y elaboraron el “Plan Estratégico Territorial 1816 – 2016”. Este documento comenzó a formularse en 2004 en el marco de la Política Nacional de Desarrollo y Ordenamiento Territorial. La realidad territorial estaba caracterizada por la desigualdad entre zonas dinámicas y zonas marginales del país, agravada por los procesos de destrucción del aparato productivo, explotación indiscriminada de recursos naturales y aumento de la brecha social. Por ello se encomendó a la Subsecretaría el
 relevamiento e identificación de la dotación de infraestructuras y equipamientos necesarios para garantizar el desarrollo de la Argentina en el mediano y el largo plazo, retomando la herramienta de la planificación estatal la dotación de infraestructuras y equipamientos necesarios para garantizar el desarrollo de la Argentina en el mediano y el largo plazo.

Para resolver y avanzar en la definición de una visión prospectiva, democrática y plural del territorio nacional es necesario conjugar el rol planificador y promotor del Estado con la visión anclada en los valores y las necesidades cotidianas de las personas. Sólo considerando estos dos enfoques se podrá definir un conjunto de metas competitivas desde el punto de vista económico, inclusivas desde el punto de vista social, equitativas desde el punto de vista político y sustentable desde el punto de vista ambiental.

Justamente, la falta de herramientas para la implementación inspiran el desarrollo de este trabajo.

El Plan se concibió como un proceso de construcción federal de consensos, conducido por el Gobierno Nacional pero apoyado en el trabajo participativo de los Gobiernos Provinciales y sus respectivos equipos técnicos. Es decir, no constituye un producto en sí mismo, sino un proceso de pensamiento estratégico en constante actualización.

Dos lineamientos atraviesan la concepción del Plan: el derecho de todos los habitantes del suelo argentino a tener garantizadas buenas condiciones para vivir y desarrollar sus actividades productivas con independencia de su lugar de residencia, y la necesidad de construir un Estado sólido capaz de anticiparse a las demandas de inversión en el territorio.

D.3.4 Ordenamiento territorial provincial

Dentro de la Constitución Nacional, se pudo observar que se delega a las Provincias su ordenamiento territorial y planificación urbana, siempre que esta no interfiera con las políticas nacionales. Así, se pueden citar algunos casos de Leyes de Ordenamiento Territorial existentes, como Planes estratégicos Provinciales.

El Decreto-Ley 8912/77 regula el Ordenamiento Territorial y el Uso del Suelo en la Provincia de Buenos Aires y fue sancionado durante la dictadura militar Argentina entre 1976 y 1983.

A pesar de su origen ilegítimo y de las críticas que desde distintos sectores recibió a lo largo de los años, la norma se mantiene prácticamente en sus mismos términos y constituyó durante muchos años la única normativa de su tipo vigente en la Argentina, hasta las recientes sanciones de la Ley del Plan Urbano Ambiental de la Ciudad de Buenos Aires y de la Ley
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 de Ordenamiento Territorial y Usos del Suelo de Mendoza.

Los objetivos fundamentales del ordenamiento territorial son asegurar la preservación y mejoramiento del medioambiente, controlando el accionar actual, pensando en el futuro, y corrigiendo las acciones de la degradación ambiental producidas en el pasado. 

Plantea la creación de condiciones físico-espaciales que posibiliten satisfacer al menor costo económico y social, los requerimientos y necesidades de la comunidad en materia de vivienda, industria, comercio, recreación, infraestructura, equipamiento, servicios esenciales y calidad del medio ambiente, la preservación de las áreas y sitios de interés natural y paisajístico y la implantación de los mecanismos legales, administrativos y económico-financieros que doten al gobierno municipal de los medios que posibiliten la eliminación de los excesos especulativos,  a fin de asegurar que el proceso de ordenamiento y renovación urbana se lleve a cabo salvaguardando los intereses generales de la comunidad.

Se plantea la importancia de la participación y concientización de la comunidad en el proceso de ordenamiento territorial, como medio de asegurar que tanto a nivel de la formulación propuesta, como de su realización, se procure satisfacer sus intereses, aspiraciones y necesidades.

Esta ley también establece un sistema de planeamiento “en cascada” desde los planes provinciales y regionales hasta los planes municipales. Ordena la realización de planes o esquemas de coherencia metropolitanos o intermunicipales, aunque no prevé o especifica una instancia de coordinación con otras jurisdicciones provinciales o con la Ciudad de Buenos Aires.

Se establece una elemental clasificación del territorio, definiéndose como áreas rurales a aquellas destinadas a emplazamientos de usos relacionados con la producción agropecuaria extensiva, forestal, minera y otros, y dentro de las áreas urbanas, se comprenden dos subáreas: la urbanizada y la semiurbanizada. Las áreas urbanas y las complementarias conforman los centros de población y son partes integrantes de una unidad territorial.

Se definen también principios de zonificación y, a los efectos de un mejor ordenamiento funcional, se propone la división de zonas en distritos y subdistritos.

La ley 8912/77, de todos modos, es fuertemente criticada ya que, si bien resulta notable la pretensión de la norma en cuanto a elevar los estándares de calidad de la urbanización, no están del todo resueltos los instrumentos políticos que harían posible la concreción de ese objetivo. 

Las pautas de control del crecimiento a partir de la regulación de la densidad poblacional parcela a parcela distorsionan el desarrollo de los tejidos urbanos.

Existen también algunas herramientas de gestión interesantes, como por ejemplo que los municipios, mediante ordenanzas, podrán declarar a determinadas zonas en que el suelo urbano se encuentre total o parcialmente inactivo, como: de provisión prioritaria de servicios y equipamiento comunitario, de edificación necesaria o de englobamiento parcelario. 
Por otro lado, y con carácter más contemporáneo, la Legislatura de la ciudad de Buenos Aires en el año 1996 aprobó una nueva Constitución, la cual estableció en su artículo 29 la necesidad de elaborar un Plan Urbano Ambiental con carácter de ley, para que fuera marco de las obras públicas y de la normativa urbanística. Es decir, un instrumento capaz de dar un marco de coherencia a las acciones, vinculando la voluntad de los ciudadanos y sus organizaciones con las instituciones gubernamentales a los efectos de lograr un  proyecto de ciudad compartido y posible de implementar.
A su vez, la ley 71, aprobada por la Legislatura en 1998, definió los alcances del plan urbano ambiental, el organismo encargado de su formulación y actualización, así como los principales objetivos a alcanzar.

Se considera lo ambiental como una dimensión que atraviesa y da sentido a la totalidad del proceso de planeamiento, desde el diagnóstico hasta la implementación de las propuestas. Lo urbano se refiere al territorio de análisis en este caso, Buenos Aires, al escenario que se estudia y sobre el que se actúa.

La planificación, tal como la plantea el plan urbano ambiental es un proceso que permite articular las iniciativas de los actores públicos y privados para potenciar el desarrollo de la ciudad. Crea un ámbito de reflexión acerca del futuro que permite una propuesta colectiva. 

A lo largo del proceso de planeamiento llevado a cabo hasta el momento, pueden diferenciarse cuatro etapas: el prediagnóstico, sus objetivos y criterios orientadores (llevado a cabo de 1997 a 1998); el diagnóstico (desde 1998 a 1999) y el modelo territorial y las políticas generales de actuación  (en el año 2000). La última etapa aún no está concluida y se abrirá con posterioridad a la aprobación legislativa del plan.

La Ley de Ordenamiento Territorial y Usos de Suelo de la Provincia de Mendoza estipula la planificación y ejecución de los planes que a corto y largo plazo en la provincia. 
Así, el objetivo final de la Ley de Ordenamiento Territorial y Usos del Suelo consiste en lograr el equilibrio entre el crecimiento económico y el urbanístico-poblacional, siempre bajo la directiva de cuidar el medio ambiente para lograr un desarrollo equitativo de los recursos en forma sustentable a través del tiempo. 
En la lista de prioridades que la ley general abarca figuran aspectos cotidianos para todos los mendocinos, como el crecimiento del parque automotor en relación a la dimensión de la ciudad, el cuidado del arbolado público o la no instalación de fábricas cercanas a barrios y zonas de cultivos. También se contempla la aplicación de multas para quienes dañen y contaminen el agua, el aire o el suelo. 
Pero además la disposición está focalizada a revertir inconvenientes macro a nivel ambiental, como el avance de la desertificación, la desprotección de los glaciares o el deterioro de los ecosistemas del pedemonte por el avance de los emprendimientos inmobiliarios que se multiplicaron sin control en los últimos años. En lo relativo a las actividades productivas y sociales, la normativa es el marco para determinar acciones relativas a minería, crecimiento urbano y emplazamiento de industrias, entre otros aspectos.

El órgano encargado de realizar la elaboración, aplicación y seguimiento de todos los planes, programas y proyectos es la Agencia Provincial de Ordenamiento Territorial que trabajará en forma desconcentrada quien depende del Ministerio de Medio Ambiente, Urbanismo y Vivienda. A su vez, éste trabaja en coordinación con un Consejo Provincial de Ordenamiento Territorial, un ente consultivo y asesor quien emite dictámenes, presidido por el titular de medio ambiente.
El escrito que consta de 70 puntos divididos en 12 capítulos, establece (en su artículo N° 9) la elaboración y revisión de un Plan Estratégico de Desarrollo de la provincia, donde la participación social será clave.

El Poder Ejecutivo Provincial elaborará y revisará, con una periodicidad máxima de 5 (cinco) años, el Plan Estratégico de Desarrollo de la Provincia de Mendoza a los efectos de combinar y compatibilizar los diferentes planes sectoriales, el plan ambiental y los planes de ordenamiento territorial, provincial y municipales, bajo una estrategia integradora.

El Plan Estratégico de Desarrollo de la Provincia de Mendoza, será elaborado teniendo en cuenta todos los mecanismos que aseguren una amplia participación social, y tendrá como coordinador al Poder Ejecutivo asistido por el Consejo de Estado del Plan Estratégico de Desarrollo de la Provincia de Mendoza.

El Poder Ejecutivo definirá en la reglamentación de la presente ley la modalidad de la coordinación, convocatoria y elaboración de los documentos respectivos.

El Plan Estratégico Provincial de la provincia de Santa Fe, es el resultado de un proceso de deliberación cumplido a lo largo del año 2008. 

Para el armado del plan, se imaginó a la provincia de Santa Fe como una gran red que entrecruza actores locales diversos, actividades sociales, económicas, patrimonio natural y cultural. 

Para su estudio, la provincia de Santa Fe fue dividida en regiones. La regionalización provincial parte de la concepción de la región como un sistema flexible en el cual se desarrolla una construcción social permanente y se ensayan itinerarios singulares. Cada región se reconoce dentro de fronteras dinámicas, abiertas y permeables, que pueden señalarse como bordes de cercanía e integración con otras regiones. 

En cada una de las regiones – redes, se designaron nodos, como núcleos de articulación, concentración, distribución y redistribución de capacidades, información y recursos.

Así, las cinco regiones con sus correspondientes nodos son: Región1, nodo Reconquista; Región 2, nodo Rafaela; Región 3, nodo Santa Fe; Región 4, nodo Rosario y Región 5, nodo Venado Tuerto.

Para la formulación del plan, se realizaron Asambleas en los distintos nodos de cada una de las cinco regiones del territorio provincial. Así, se puede observar aquí la herramienta de inclusión ciudadana que se contempló en el plan. 

El Plan Estratégico Provincial es un instrumento de trabajo flexible, que habrá de orientar la gestión gubernamental actual y las próximas, en tanto en él se precisan políticas de Estado que superan lo urgente pensando la provincia en el largo plazo. 

También pretende orientar la acción del sector privado y de la sociedad civil en general, contribuyendo a generar coincidencias entre los intereses sectoriales y las aspiraciones del conjunto de la población. 

El Plan Estratégico Provincial ordena un conjunto de programas y proyectos a escala provincial y regional, a partir de tres Líneas Estratégicas: Territorio Integrado; Calidad Social; y Economía del Desarrollo. Las líneas estratégicas son los caminos que se eligen transitar para arribar a los objetivos propuestos; son orientaciones que no se agotan en temáticas especializadas, sino que permiten una visión más integral de los problemas. Cada línea contiene programas que reúnen y articulan conjuntos de proyectos de naturaleza afín. Algunos de los proyectos son de escala provincial, debido a su naturaleza y su alcance; en tanto otros aparecen estrechamente vinculados a las particularidades de uno de los escenarios regionales: esos son los proyectos estratégicos de cada región. 

E- Métodos propuestos

Los métodos a ser adaptados y desarrollados en el marco del presente proyecto estarán orientados a atender a sus objetivos general y específicos, bien como a demostrar la hipótesis de trabajo.

Los experimentos serán realizados en paralelo en las cuatro áreas de estudio, de forma simultánea, adoptando inicialmente cronogramas idénticos para las ciudades. Los trabajos de campo iniciarán con las mismas premisas y propuestas metodológicas, pero cada investigador tendrá libertad para adecuarlas a la realidad con que se encuentre. Siendo que muy probablemente los métodos tendrán sus particularidades, se abre la posibilidad de desarrollar modelos ligeramente diferentes, cada uno estrictamente adaptado a la realidad del municipio estudiado.

Los problemas potenciales que se visualizan consisten básicamente en la dificultad de levantar el número estadísticamente representativo de encuestas que permitan identificar las mayores expectativas de la población. En un análisis inicial, la alternativa ante los imprevistos será reducir el número de encuestas y trabajar con indicadores estadísticos de menor precisión, manteniendo un nivel de confiabilidad uniforme entre las ciudades.
1.1. Análisis críticos de antecedentes y de las realidades
1.2. Desarrollo del modelo de planeamiento participativo

1.2.1. Descripción físico/ambiental de los municipios de Esperanza, Sauce Viejo, Carcarañá y Cañada de Gómez de la provincia de Santa Fe, Argentina.

1.2.2. Generación de cartas temáticas que trasparezcan la realidad física,        económica y ambiental del municipio, bien como las expectativas de sus habitantes.

1.2.3. Entrevistas a la población rural y urbana

1.2.4. Generación de mapas temáticos que trasparezcan las expectativas de sus habitantes.

1.2.5. Entrevistas con los diferentes actores que conformen grupos de decisión (técnicos y políticos) a fin de detectar su visión de municipio.

1.2.6. Generación de mapas temáticos que trasparezcan la visión técnico/política del municipio.
1.3. Integración de datos en ambiente SIG

1.3.1. Elaboración de escenarios futuros mediante técnicas de prospectiva
1.4. Democratización de la información, de los resultados y de las decisiones

F - Resultados esperados

Mediante los métodos propuestos, se pretende proveer a los municipios un marco metodológico para el planeamiento participativo de las ciudades.  
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� Plan Estratégico Provincial Santa Fe – Cinco regiones, una sola provincia.
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